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R-DAGJ-615-2004

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José, a las nueve horas del ocho de octubre del dos mil cuatro.----------------------------------------

Recurso de apelación interpuesto por Marcos Antonio Montero Araya, en  contra  del  acto  de adjudicación de la Licitación por Registro número 11-2004, planes reguladores de Santa Teresa-Mal y Drake, promovida por el Instituto Costarricense de Turismo y cuyo objeto es: “Elaboración de tres planes reguladores”, recaído a favor de ECOPLAN, LTDA, en los dos planes de interés, por un total de ¢16.300.000,00.---------------------------------------------------------------------
R E S U L T A N D O

I. Marcos Antonio Montero Araya interpuso recurso de apelación en relación con los planes reguladores de Santa Teresa-Mal País y Drake que son para los que presentó oferta.--------------------

II. En los procedimientos se han observado las prescripciones constitucionales, legales y reglamentarias, y, --------------------------------------------------------------------------------------------------

CONSIDERANDO

I. HECHOS PROBADOS: 1) El concurso (Licitación por Registro número 11-2004) promovido por parte del Instituto Costarricense de Turismo, cuyo objeto es “Elaboración de tres planes reguladores”, se adjudicó, en punto a los planes reguladores de Santa Teresa-Mail País y Drake, por ¢6.715.000,00 y ¢9.585.000,00 (Vid. Folios 599 y 605 en expediente administrativo). 2) De las  resoluciones del despacho del Señor Contralor, publicadas en las Gacetas del martes 2 y miércoles 3 de marzo del 2004, se sabe que el  presupuesto promedio para bienes y servicios no personales dado para la administración recurrida es de ¢3.953,9 miles lo que, al ser así, la institución dicha se ubica dentro del estrato E —institución con más de ¢1.090.000.000,00 de presupuesto. Además, el numeral 84 de la Ley de Contratación Administrativa indica:“…Cobertura del recurso y órgano competente. En contra del acto de adjudicación, el recurso de apelación cabrá en los siguientes casos: / e) En las administraciones citadas en el inciso e) del artículo 27 de esta Ley, cuando el monto de la adjudicación impugnada sea igual o superior a veintiséis millones de colones...”. 3) El oferente Montero Araya presentó plica para los planes reguladores de Santa Teresa-Mal País y Drake (Vid. Folios 374, 298, 602 y 603).-----------------------------------------------------------------------  

II. SOBRE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO: El presente recurso carece de la debida legitimación para ser admitido en razón del monto. En efecto, en la especie se tiene por demostrado que la parte apelante solo cotizó para dos de los tres planes reguladores que se licitaron (Santa Teresa-Mal País y Drake; hecho probado 3); ergo, su derecho subjetivo solo cabe para lo cual hizo llegar válidamente plica; no así, para el plan regulador de Samara-Carillo dado que para este no hubo propuesta del interesado (hecho probado 3). Por ende, no puede haber un interés legítimo, actual, propio y directo del apelante sobre el plan regulador ya adjudicado a ECOPLAN para el sitio dicho. Al ser así las cosas, el establecimiento de la cuantía debe verse solo para lo que hay legitimación; en ese sentido, debe sumarse el precio de los dos planes reguladores que son apelables —ambos adjudicados a ECOPLAN, LTDA— que, en suma, dan un total de ¢16.300.000,00 (hecho probado 1). El rechazo ad portas se da en el caso que nos ocupa porque por el monto antes indicado cabe recurso de revocatoria y no de apelación. Debe resaltarse que la administración recurrida se ubica dentro del estrato E (hecho probado 2) por lo que es posible afirmar que los recursos de apelación en contra de ésta solo proceden ante esta sede cuando el monto del acto que se impugna sea igual o superior a ¢26.000.000,00 (hecho probado 2). De esta manera, al ser evidente que el monto adjudicado no es igual o superior a la cantidad dicha, procede el rechazo ad portas en razón de la cuantía.--------------------------------------------------------------------------------------------------------

II. REVISIÓN DE OFICIO: Pese a lo resuelto, tenemos que el artículo 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República dispone —en parte—: “Dentro del ámbito de su competencia, la Contraloría General de la República, de oficio o por reclamo del titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo, podrá declarar la nulidad absoluta que advierta en los actos o contratos administrativos de los sujetos pasivos; todo sin perjuicio de las obligaciones que, conforme a la Ley General de la Administración Pública y a la Ley de la Administración Financiera de la República, correspondan a la administración activa...”. Así, resulta que la potestad de declarar las posibles nulidades absolutas que este Órgano Contralor advierta en los actos o contratos administrativos, se circunscribe a aquéllas relacionadas con la hacienda pública y en donde se comprometan actos que lesionen el interés general —o que potenciales lo puedan hacer—. Ergo, se trata de superar en el caso de que se trate el mero interés legítimo que pueda ostentar una parte o empresa para llegar, más bien, a tutelar, reiteramos, un interés de orden público o general. Entonces, la competencia se ejercita cuando se presumen eventuales actos con nulidad evidente y manifiesta. Por consiguiente, este despacho puede sobradamente valorar la declaratoria de nulidad ante un caso o acto particular. En la especie, y pese al rechazo ad portas ya dicho en razón de la cuantía, resulta que ha surgido la necesidad de verificar la legalidad constitucional y legal en torno a la competencia o no, a favor del Instituto licitante, para que éste pueda promover un procedimiento cuyo objeto contractual sea el que nos ocupa. En ese sentido, con fundamento en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política y 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, se concede audiencia especial a la administración pública licitante, al adjudicatario, a la Procuraduría General de la República —en razón de sus competencias legalmente establecidas—, a las municipalidades de Osa, Puntarenas, Nicoya y Hojancha donde están ubicados los sitios donde se implementarían los eventuales planes reguladores, y al Instituto de Fomento y Asesoría Municipal para que, según lo ordena el numeral 99.2 del Reglamento General de Contratación Administrativa, se refieran sobre el particular.-----------------------------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184, de la Constitución Política; artículos 1, 34, y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República;  1, 4, 27, 84, 85, 88 y concordantes de la Ley de la Contratación Administrativa, 4, 90, 91, 95 y concordantes del Reglamento General de Contratación Administrativa, SE RESUELVE: 1) RECHAZAR AD PORTAS, en razón de la cuantía, el recurso de apelación interpuesto por Marcos Antonio Montero Araya, en  contra  del  acto  de adjudicación de la Licitación por Registro número 11-2004, planes reguladores de Santa Teresa-Mal y Drake, promovida por el Instituto Costarricense de Turismo y cuyo objeto es: “Elaboración de tres planes reguladores”, recaído a favor de ECOPLAN, LTDA, en los dos planes de interés, por un total de ¢16.300.000,00. Asimismo, se advierte que de conformidad con el artículo 34, inciso a), de la citada Ley Orgánica, el presente fallo no tiene ulterior recurso. 2) De conformidad con lo establecido en los artículos 28 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, 86 de la Ley de Contratación Administrativa y 93 y 99.2 del Reglamento General de la Contratación Administrativa, se confiere audiencia especial, por el improrrogable plazo de CINCO DIAS HABILES, contados a partir del día siguiente al de la notificación del presente auto, a la administración licitante, a las a las municipalidades de Osa, Puntarenas, Nicoya y Hojancha, a la Procuraduría General de la República, al Instituto de Fomento y Asesoría Municipal  y a la adjudicataria, para que se manifiesten por escrito, y con las pruebas que sean necesarias, en punto al amparo jurídico que permite al Instituto Costarricense de Turismo licitar el objeto del concurso de marras. Con su respuesta a la audiencia conferida, la administración deberá remitir nuevamente a este despacho el expediente original del concurso. Además, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 185 del Código Procesal Civil, se previene a las partes para que señalen lugar dentro del cantón central de San José, donde atender notificaciones, caso contrario procederá la notificación automática, salvedad hecha de la resolución final, en donde se aplicará el artículo 100.3 del citado Reglamento. Finalmente, deberá la administración remitir a este despacho, las piezas o documentos relacionados con este concurso que se reciban con posterioridad al envío del expediente, a efecto de que formen parte de éste.--------------------------------------------------------------------------------------------------------
NOTIFÍQUESE.--------------------------------------------------------------------------------------------------- 

Lic. Manuel Martínez Sequeira

Gerente de División
Lic. Jesús Mora Calderón


Lic. Marco V. Alvarado Quesada


      Gerente Asociado                                                        Gerente Asociado
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